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BOLETÍN 147-13.
INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, recaído en el proyecto de ley que reliquida pensiones de ex parlamentarios.
----------------------------

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, originado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.


Asistieron al debate habido en la Comisión el señor Subsecretario de Previsión Social, don Martín Manterola, el señor Superintendente de Seguridad Social, don Luis Orlandini, el Presidente del Círculo de ex Parlamentarios, don Hugo Zepeda y los integrantes de esa entidad señores Ramón Silva Ulloa, José Monares y Renato Gaona.

----------


Para determinar las pensiones de jubilación de los parlamentarios, se aplicaba el artículo 132 del anterior Estatuto Administrativo, decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960, conforme al cual ellas debían ser liquidadas sobre la base de las últimas remuneraciones imponibles asignadas al empleo en que jubilaren. En el caso de que se trata, ellas correspondían al sueldo base de Ministro de la Corte Suprema,  entendiéndose por tal el sueldo unitario mensual incluidas las asignaciones imponibles que no fuesen asignaciones por años de servicios, según dispuso el artículo 55 de la ley N° 17.272.

No obstante, el decreto ley Nº 615, de 1974, estableció que para estos efectos se consideraría la remuneración correspondiente al grado 3o de la Escala Única de Sueldos. Lo anterior, sin perjuicio de que, en virtud del artículo 3o del decreto ley N° 255, de 1974, para efectuar la determinación inicial de las funciones y las liquidaciones, se tomaba como renta base un máximo del 80% de la remuneración computable que correspondía al similar en servicio activo. 

Posteriormente, el decreto ley N° 2.448, de 1979, en sus artículos 14 y 15, derogó todas las disposiciones que establecían sistemas de reliquidación o reajustes de pensiones relacionados con los sueldos en actividad, y, en su reemplazo, contempló un reajuste automático de las pensiones en el ciento por ciento de la variación del índice de precios al consumidor, a efectuarse el 30 de junio de cada año o cada vez que su variación desde el último reajuste otorgado sea superior al 15%.

Cabe señalar, por último, que las normas sobre jubilación de los parlamentarios, contempladas en las leyes Nºs 11.745, 12.566, 13.044, 14.113 y en el artículo 55 de la ley N° 17.272 fueron derogadas por el artículo 78 de la ley N° 18.899, de 1989.
-----------


Su Excelencia el Presidente de la República, en el Mensaje, inserta esta iniciativa en el propósito del Supremo Gobierno de corregir situaciones de indudable falta de equidad en materia previsional, dentro del estrecho marco presupuestario actual.

Señala que  la remuneración a que fueron asimilados los parlamentarios para los efectos de su jubilación en virtud del decreto ley N° 615, de 1974, esto es, el grado 3o de la Escala Única de Sueldos, significó una rebaja de seis grados, aproximadamente en relación con el sueldo de Ministro de la Corte Suprema, que les correspondía con anterioridad.

Esta medida, afirma, produjo un notorio menoscabo en la determinación del monto de las pensiones, sin que hubiera un fundamento de carácter institucional ni económico para tal excepcional norma, que sólo afectó a estos agentes públicos.

Agrega que el término del sistema de liquidación de las pensiones en relación con las remuneraciones del similar en servicio activo, ordenada por el decreto ley N° 2.448, disminuyó adicionalmente el monto de las percibidas con posterioridad.

Puntualiza que el objeto de la iniciativa es obtener una transacción en los juicios iniciados por ex parlamentarios en relación con esta materia y precaver además otros litigios eventuales, sobre la base de devolver a los interesados un porcentaje del nivel de renta del cual fueron injustamente privados y permitir el pago de las pensiones debidamente reliquidadas a partir de la fecha de publicación de esta ley.

Con este fin, se tomará el 80% del sueldo del Ministro de la Corte Suprema vigente al 9 de febrero de 1979 –fecha en que entró a regir el decreto ley Nº 2.448- y de ahí en adelante se aplicarán los mismos reajustes generales que rigen para todos los pensionados.

Pone de  relieve,  finalmente, que el fundamento especifico de la solución transaccional es otorgar, por lo menos en parte, la justicia perdida.
--------------


Vuestra Comisión, con el objeto de reunir una información más acabada sobre el mérito del proyecto de ley, requirió del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social datos adicionales sobre los antecedentes en que se funda, el gasto que originará y su incidencia en el régimen previsional general, particularmente en cuanto a la existencia de otros sectores de trabajadores que podrían encontrarse en una situación parecida.

La mencionada Secretaria de Estado proporcionó diversos antecedentes, de los cuales omitiremos referirnos a los que guardan relación con la incidencia presupuestaria de la iniciativa, por ser de competencia de la Comisión de Hacienda.

En lo que respecta a la materia propia del conocimiento de esta Comisión, es pertinente observar que la información aludida ratifica que el proyecto se inspira en el propósito de poner término a una situación litigiosa, provocada por la demanda de algunos parlamentarios jubilados que pidieron que se declarara la inaplicabilidad del decreto ley N° 615, de 1974, y se condenara a la Caja de Previsión respectiva y al Fisco al pago de las diferencias que se adeudarían desde la fecha en que se comenzó a aplicar el referido decreto ley y el momento en que se efectúe la reliquidación de las pensiones sin las limitaciones por él introducidas, más reajustes, intereses y costas judiciales.

El señalado Ministerio expresa que se quiere lograr una equitativa composición del asunto y, al mismo tiempo, precaver otros litigios. Subraya que la solución transaccional importa una doble renuncia de las pretensiones de los afectados, en cuanto sólo se les restituye una parte del nivel de remuneración computable que tenían antes de la vigencia del citado decreto ley, y en cuanto abandonan toda pretensión de percibir diferencias de pensión por los períodos anteriores a la fecha de publicación de esta ley.

Desecha, por otra parte, la posibilidad de que el proyecto tenga incidencia en otros regímenes previsionales o que constituya una discriminación respecto de un determinado sector de pensionados, ya que no existen otros grupos a los cuales se apliquen las normas excepcionales del decreto ley Nº 615 de 1964, que sólo afectó a los parlamentarios jubilados como tales.

Ilustró también el debate de la Comisión la exposición de los señores ex parlamentarios que fueron especialmente invitados, quienes dieron a conocer las razones que movieron a algunos de ellos a demandar judicialmente, obteniendo en primera instancia sentencia favorable, cuya apelación se encuentra pendiente. Expusieron variadas consideraciones de hecho que respaldan la iniciativa, dejando constancia de su reconocimiento al señor Superintendente de Seguridad Social por la preocupación evidenciada en este caso.

El señor Superintendente de Seguridad Social, a su turno, respondió a las inquietudes de algunos señores integrantes de la Comisión, aceptando que la denominación del proyecto, al referirse a una reliquidación de pensiones, no refleja con exactitud su contenido, por cuanto lo que en realidad hace es autorizar una transacción.


Convino,  asimismo,  en que el señor Director del Instituto de Normalización Previsional cuenta con la atribución de transigir en virtud de la ley orgánica de ese organismo, y, además, del artículo 70 de la ley Nº 18.768, que contempla el pago de los beneficios previsionales devengados mediante la transferencia de acciones de propiedad de la Corporación de Fomento de la Producción. Informó, empero, que en la especie se prefirió no dejar entregada a esa autoridad administrativa la decisión sobre una transacción en esta materia, sino resolverla de manera compartida entre el Ejecutivo y el Congreso Nacional.

Adujo, además, que la pura y simple derogación del decreto ley N° 615, de 1974, fue una opción que se descartó, por cuanto podría ser utilizada para justificar la pretensión de que se pague todo lo que se habría adeudado sin la aplicación de ese decreto ley. Dicho cuerpo legal agotará sus efectos, aunque queda formalmente vigente, en la medida que se acojan todos los eventuales interesados a la transacción regulada en este proyecto de ley.


Los señores integrantes de la Comisión coincidieron en estimar que la iniciativa legal tiene plena justificación, y se inscribe en el contexto de la preocupación por el sector pasivo demostrada por el Supremo Gobierno con medidas tales como las relativas a la devolución  del  reajuste  de 10,6% en las pensiones -que no se otorgó en 1985 a consecuencia del artículo 1° de la ley N° 18.413- y los beneficios previsionales que contempla para los profesionales de la educación el proyecto de ley sobre estatuto docente en actual tramitación.


En esa línea de reflexión, se ofició al señor Ministro de Hacienda, manifestándole el interés de la Comisión en que la anunciada devolución del 10,6% de reajuste a los pensionados que aún no la reciben se concrete a la brevedad posible, y, en el evento de que la disponibilidad de recursos no permita la solución inmediata a todos ellos, se considere el pago preferente, en la primera ocasión que se determine, a los pensionados mayores de 70 años de edad.

Del  mismo modo,  la  Comisión juzgó conveniente ofrecer también la posibilidad de acogerse a las disposiciones de la iniciativa legal en informe, a los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia -fundamentalmente, las viudas de los ex parlamentarios- que hayan optado por otro régimen previsional.


Esa  materia,  al  tenor  del artículo 62, inciso cuarto, Nº 4, de la Constitución Política, es de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República. Por tal motivo, se acordó por unanimidad proponer al Jefe de Estado, por intermedio de los señores Ministros de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, que formule indicación en ese sentido. A tal sugerencia dio su conformidad, en principio, el señor Subsecretario de Previsión Social, asistente a la sesión.

Finalmente,     la    Comisión resolvió dejar constancia, para los efectos previstos en los artículos 19, Nº 18, y 63, de la Constitución Política, que esta iniciativa de ley no es de quórum calificado, toda vez que no regula el  ejercicio del derecho a  la  seguridad social, sino que -al igual que otros precedentes legislativos- fija los requisitos para que un determinado órgano público transija con particulares sobre materias específicas.
------------


Atendido  el  mérito  de  los antecedentes reseñados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social, por unanimidad, acordó proponeros que aprobéis el proyecto de ley en los mismos términos que la H. Cámara de Diputados, con la sola modificación que sigue, que está condicionada a que se reciba la correspondiente indicación de Su Excelencia el Presidente de la República:

- En el articulo único,  N°8,cambiar el punto seguido que figura después de "31 de diciembre de 1973" por una coma, y agregar la siguiente frase: "incluyendo los que hubieren optado por otro régimen de pensión de  sobrevivencia.".

En  consecuencia,  el  proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Facúltase  al Director del Instituto de Normalización Previsional para que transija en los litigios que se ventilan en los Tribunales de Justicia, en que sean demandados el Fisco y, o, dicho Instituto, o la respectiva Institución de Previsión de la cual es  sucesora  legal,  y,  asimismo, para  que  transija extrajudicialmente con el objeto de precaver litigios eventuales, relativos a la aplicación e interpretación del decreto ley Nº  615,  de 1974, en los términos y condiciones que se indican en los números siguientes:


1º  Las pensiones de jubilación otorgadas de conformidad con el régimen establecido en las leyes Nos. 11.745, 12.566, 13.044, 14.113 y artículo 55 de la ley Nº 17.272, en los decretos con fuerza de ley Nos. 1.340 bis, de 1930 y 338, de 1960 y demás disposiciones legales pertinentes, se reliquidarán por una sola vez, para los efectos de la presente ley, considerando el 80% del sueldo definido en el citado artículo 55 de la ley Nº 17.272, que incluye la respectiva asignación profesional, vigente al 9 de febrero de 1979, y a contar de esta última fecha, aplicando los reajustes correspondientes dispuestos por el artículo 14º del decreto ley Nº 2.448, publicado en el Diario Oficial el 9 de febrero de 1979, y sus modificaciones;

2º      Las  pensiones   así reliquidadas empezarán a devengarse desde la publicación de la presente ley, respecto de todos los pensionados en dicha calidad, que se acojan a la transacción autorizada en esta ley, reajustándose en lo sucesivo de acuerdo con el régimen general establecido en el artículo 142 del decreto ley Nº 2.448, de 1979, y sus modificaciones;

3º En  los  casos  de  demandas judiciales en tramitación, cada parte pagará sus costas;

4º Mediante esta transacción se pone término a los respectivos litigios y se precaven los eventuales; los actores y demás interesados que la acuerden, se dan por plenamente satisfechos en sus derechos y renuncian  irrevocablemente a  toda  acción que  pudiere corresponderles;

5º   Los pensionados  a que  se refiere esta ley que deseen convenir en dicha transacción, deberán manifestar su voluntad de transigir en los términos indicados en este artículo, mediante declaración escrita que deberán presentar ante el Instituto de Normalización Previsional, dentro del plazo de 6 meses contados desde la vigencia de la presente ley;

6º  Por  el  solo  acto  de  la manifestación de voluntad hecha por el interesado en los términos antes referidos, se entenderá acordada la respectiva transacción;

7º En  los  casos  de  litigios pendientes, el Instituto por si, o el actor, darán cuenta al Tribunal del hecho de haberse producido la referida transacción;

8º   Igual  reliquidación   se aplicará, a contar de la fecha indicada en el número 2º del presente artículo, a las pensiones de sobrevivencia que se encuentren vigentes a la fecha de publicación de esta ley, causadas por los referidos pensionados que hubieren fallecido con posterioridad al 31 de diciembre de 1973, incluyendo los que hubieren optado por otro régimen de pensión de sobrevivencia. Para tal efecto, los beneficia​rios deberán acogerse a la transacción dentro del término que se señala en el Nº 5° del presente artículo;

9º El  gasto  que  ocasione  la presente ley se financiaré con cargo al Presupuesto del Instituto de Normalización Previsional.".

Acordado      en      sesiones celebradas los días 5 y 12 de marzo de 1991, con la asistencia de los HH. Senadores señores José Ruiz De Giorgio (Presidente), Ricardo Hormazábal Sánchez, Ignacio Pérez Walker y William Thayer Arteaga.

Sala de la Comisión, a 15 de marzo de 1991.





JOSE LUIS ALLIENDE LEIVA





       Secretario
